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1. Antecedentes
En México –al igual que en muchos países– existe una serie de previsiones relativas a 
las fuerzas armadas, que se encuentran orgánica y jerárquicamente subordinadas al go-
bierno civil. La principal está contenida en el artículo 13 de la Constitución Política de los 
Estados Unidos Mexicanos (1). Este precepto marca la línea para que las fuerzas armadas, 
en México, se rijan de una manera especial dentro del sistema jurídico mexicano, lo que 
les ha permitido conducirse sobre una base ideológica, deontológica y jurídica como 
no hay en ninguna otra institución nacional. En general, puede decirse lo mismo de las 
fuerzas armadas de cualquier país.

Sin embargo, el estado de inseguridad que actualmente lacera a las sociedades 
occidentales –y de modo concreto a México– ha obligado a algunos gobernantes a 
pensar en la necesidad de crear sistemas jurídicos especiales para las instituciones en-
cargadas de la seguridad y la justicia. En el caso concreto de México, la fracción XIII del 
apartado B del Art. 123 de la Constitución –recientemente reformada por el presidente 
Felipe Calderón– señala que “los militares, marinos, personal del servicio exterior, agentes 
del Ministerio Público, peritos y los miembros de las instituciones policiales, se regirán por sus 
propias leyes”. Ello me remite a la idea de hacer de ellos organismos especiales como las 
fuerzas armadas, si bien no se contempla para ellos un fuero privativo.
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Asimismo, este precepto establece que 
“las autoridades del orden federal, estatal, 
del Distrito Federal y municipal, a fin de 
propiciar el fortalecimiento del sistema de 
seguridad social del personal del Ministerio 
Público, de las corporaciones policiales y de 
los servicios periciales, de sus familias y de-
pendientes, instrumentarán sistemas com-
plementarios de seguridad social”.

En el caso de México, para el Ejército, 
Marina y Fuerza Aérea, este sistema lo 
constituye el ISSFAM o Instituto de Se-
guridad Social para las Fuerzas Armadas 
Mexicanas, lo que confirma mi idea de 
que se está empezando a contemplar, de 
facto, a las corporaciones e instituciones 
de seguridad y procuración de justicia 
como sistemas especiales dentro del sec-
tor público de este país.

2. La realidad de las corporaciones
En cuanto a los peritos, la reforma recien-
temente introducida por el presidente 
Calderón y el Congreso mexicano nos 
permite presenciar el advenimiento de un 
proceso en el que –aparentemente– se va 
a fortalecer la capacidad investigadora 
del Ministerio Público en materia delicti-
va, ya que al contemplarse la figura de los 
expertos en cuestiones periciales se em-
pieza a ampliar la visión de la autoridad 
encargada de perseguir al delincuente.

A las personas de otro país podría ex-
trañarles lo relevante de dicho proceso 
pero, hasta hoy, la investigación criminal 
en México –y sobre todo en el nivel lo-
cal de gobierno– se hace de una mane-
ra cuasiartesanal, intuitiva y empírica en 
lugar de hacerse –como debería– con 
base en procedimientos, mecanismos e 
instrumentos científicos. En muchas pro-
curadurías locales de justicia existen los 

equipos para realizar estudios de es-
cenas del crimen, pero se están empol-
vando y echando a perder como resul-
tado del desuso, ya que no se utilizan 
“por falta de presupuesto”.

En materia criminalística, no hay peri-
tajes realmente efectivos porque a algu-
nos funcionarios les parece inútil el uso 
de herramientas como la antropología 
forense, los exámenes de ADN (muchos 
ni siquiera conciben que esa clase de 
análisis puedan llevarse a cabo en la vida 
real) y aún los procedimientos avanzados 
de balística. Ni hablar de los peritajes de 
siniestros (incendios, automóviles impac-
tados contra bardas y muros, etc.).

Hasta ahí, la reforma aparece como 
positiva para los mexicanos (aunque en 
otros países estos avances de la ciencia y 
la tecnología se usan desde hace muchos 
años), ya que además está empezando a 
dar certidumbre jurídica a estos especia-
listas (empezando por la laboral, porque 
los sueldos, prestaciones y términos con-
tractuales de estos importantes funciona-
rios serían irrisorios si no causaran tanta 
indignación por lo raquíticos que son). 
¡Pobre México, tan lejos de la ciencia y tan 
cerca del fútbol…!

La reforma calderonista prevé la crea-
ción de un sistema jurídico específico 
para las instituciones y corporaciones 
que tienen bajo su responsabilidad las 
áreas de administración y procuración de 
justicia así como de seguridad pública y 

“En México, la 
investigación 
criminal se hace 
de una manera 
cuasiartesanal, 
intuitiva y 
empírica en 
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mecanismos e 
instrumentos 
científicos.”
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prevención del delito. La Policía Federal 
Preventiva y la Agencia Federal de Inves-
tigación cuentan con sus propias leyes y 
reglamentos, en efecto, aunque pobre-
mente, como decimos en México, porque 
si acaso son la ley orgánica y su reglamen-
to interior, y no hay más…

Sin embargo, no hay reglamen-
tos para las policías municipales y ni 
siquiera para las policías de los go-
biernos de los estados de la República 
Mexicana. Tampoco hay condiciones con-
tractuales o generales de trabajo, ni un 
reglamento propiamente encargado de 
los mecanismos y procesos de selección, 
escalafón y estímulos. No hay condecora-
ciones, ni sueldos decentes (y lo digo con 
conocimiento pleno de causa, yo también 
he estado en la Fuerza).

Los policías estatales no tienen una 
verdadera profesionalización y los muni-
cipales, menos. En el caso del Estado de 
Puebla, a veces van a la Academia Estatal 
de las Fuerzas de Seguridad Pública, pero 
no hay un programa educativo y profe-
sional estructurado (como el que debería 
corresponder a una licenciatura o carrera 
técnica en ciencias policiales). El elemen-
to vial –por poner un ejemplo– que hoy 
es patrullero, mañana será motociclista y 
pasado mañana lo veremos en una grúa. 
Hoy es comandante, mañana lo bajarán 
a tropa. Con suerte, ni trabajo tendrá. ¿Y 
preguntamos por qué hay corrupción? 
No hay certidumbre laboral ni nada que 
le dé “piso” al trabajo policial.

Además, no hay congruencia en la se-
lección y designación de mandos. No se 
nombra a policías de carrera al mando de 
una corporación, sino –a menudo– a man-
dos castrenses y, si bien un militar es un ex-

perto altamente calificado para la guerra 
–salvo que haya desempeñado funciones 
y adquirido capacitación en policía mili-
tar– no es realmente un experto en segu-
ridad pública (porque su especialidad es 
defensa nacional, que no es lo mismo).

También se puede poner a un ex co-
mandante de la policía como director de 
bomberos y, muchas veces, ni siquiera 
deben ser comandantes efectivos (o sea, 
con una carrera de años en la que llegó al 
grado de comandante o comisario, o don-
de recibió el grado por sus estudios téc-
nicos o profesionales, sino que lo obtuvo 
por mero nombramiento). Simplemente 
se les nombra por amistad o compadraz-
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go (como se dice en México), o por com-
plicidades para la corrupción, etc.

En el caso de Puebla (y de muchas en-
tidades federativas de México) (2) la Poli-
cía Judicial es otra corporación que no 
tiene “piso”. Vive sujeta a leyes y precep-
tos supletorios, a circulares, a acuerdos, 
pero no a una reglamentación concreta 
y específica. Por ende, en la Policía Judi-
cial también hay mandos improvisados, 
o en el mejor de los casos, comandantes 
que se volvieron investigadores, peritos 
y expertos en el combate armado a base 
de sufrir.

A los altos funcionarios se les olvida 
que un policía –sea judicial, vial, preventi-
vo, bombero, investigador o de reacción– 
es un funcionario de origen modesto que 
arriesga su vida y su integridad por casi 
nada y, al parecer, no les interesa que esto 
sea así. Entonces, si no hay legislación, 
si no hay un sueldo digno, si no hay 
condiciones y prestaciones laborales, 
si ni siquiera hay armamento y equi-
po, ¿quién resulta beneficiado con la 
precaria realidad de las corporaciones 
e instituciones de seguridad y justicia 
en México?

La reforma calderonista habla de suje-
ción a las leyes propias de las instituciones 
policiales, pero no habla de la estructuración 
de éstas y, mucho menos, sienta o, cuando 
menos, vislumbra la creación de un sistema 
de seguridad social para estos elementos. 
La autoestima de muchos policías está por 
los suelos, su alimentación es mala, su con-
dición física se encuentra peor, su salud está 
deteriorada y, para rematar, si cumplen bien 
con su trabajo, se les castiga. En cambio, si 
son corruptos, se les premia. ¿Esa es la lógi-
ca del funcionario que llega al poder–según 
él– para dar seguridad al pueblo?

En el nivel federal la situación es idén-
tica. Más aún, se pretendía dar facultades 
especiales a la policía para actuar sin ór-
denes de cateo (3) expedidas por un juez, 
para disolver reuniones o para detener a 
quien considerase sospechoso sin orden 
de aprehensión. O sea, no tienen bases 
de certidumbre y desarrollo profesional, 
laboral y personal, pero sí pueden cometer 
tropelías… Aunado a la ausencia de la es-
tructuración del conjunto legislativo poli-
cial, se omite toda mención a la formación 
moral de los efectivos de esta importante 
rama del servicio público y, por tanto, de su 
compromiso y responsabilidad sociales.

“Simplemente 
se les nombra 
por amistad o 
compadrazgo 
(como se dice en 
México), o por 
complicidades 
para la 
corrupción, etc.”
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3. �Principios de doctrina 
para las fuerzas policiales

Esta reforma se parece a la medida efectis-
ta que desapareció a las policías federales 
fiscal, de caminos, de migración y judicial, 
para –entre 1998 y 2000– dar nacimiento 
a la Policía Federal Preventiva y a la Agen-
cia Federal de Investigación, y que ahora 
pretende fusionarlas en un solo cuerpo 
de policía federal; por cierto, dejando sin 
elementos a la Procuraduría General de la 
República (4) que, poco a poco, va siendo 
reducida a una mera mesa de trámite sin 
autoridad real.

Así pues, no se requiere un cambio es-
tructural en materia administrativa, pues 
incorporando o desincorporando depen-
dencias no se va a modificar un esquema 
ancestral de corrupción e injusticia, sino 
un cambio ético y moral no sólo para los 
agentes policiales sino para sus mandos. 
Se necesita, entonces:

I.	 �Un conjunto legislativo completo para 
las policías en todos sus niveles, y hablo 
de una legislación tan completa como 
la de las Fuerzas Armadas. Un efectivo 
militar –de tierra, agua o aire, sea di-
rectivo, operativo o administrativo– no 
puede actuar si no es con una sujeción 
total a la ley, de modo que ésta norma 

sea su conducta, su desempeño profe-
sional, su desarrollo técnico y personal, 
e incluso, su moral. La policía, por lo re-
gular, no respeta mas ley que la suya, ni 
obedece más voz que la propia.

II.	�Las fuerzas armadas en México tienen 
un conjunto legislativo de tres tipos. 
Ellos son el Derecho Administrativo 
Militar –por cuanto rige su organiza-
ción, funcionamiento y descripción de 
procesos internos–, el Derecho Ético 
Militar, que rige la identidad y compor-
tamiento de las fuerzas armadas, y el 
Derecho Penal Militar, que comprende 
la relación falta-sanción así como los 
procedimientos y esquemas que han 
de regir al Sistema de Justicia Militar.

III.	�Hay otro punto que además de ser con-
cordante con la Moral Militar, se traduce 
en los procesos administrativos de las 
fuerzas armadas: la Doctrina Militar, un 
conjunto ideológico que, por medio de 
una serie de principios de doctrina con-
tenidos en un texto y sustentados en la 
ley, moldea y sujeta la vida y actuación 
de los efectivos, alejándolos de los abu-
sos, la corrupción y los excesos. El Insti-
tuto Armado en México no es perfecto: 
ha sido tocado por la corrupción, pero 
los casos son –por mucho– menores que 
los de la policía. Y menos repugnantes. 
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Además, se han castigado con dureza.

Tenemos entonces, que las Fuerzas 
Armadas Mexicanas tienen una elevada 
eficiencia y eficacia administrativa, jurídi-
ca y profesional. Siguiendo su ejemplo se 
puede ayudar a elevar la moral, la disci-
plina y la capacidad de las corporaciones 
policiales en México. Repito: siguiendo su 
ejemplo, que no es lo mismo que milita-
rizándola.

Al Ejército y Fuerza Aérea Mexicanos los 
rige, en términos de doctrina, el Manual de 
Operaciones en Campaña, que explica de-
talladamente y con profunda conciencia, 
qué tipos de unidades, armas y servicios 
los componen, qué es un Estado Mayor, 
qué tipos de guerra hay, cómo se adminis-
tran las fuerzas armadas, etc., con lo cual 
se completa el círculo que hace a la identi-
dad personal y profesional de los soldados 
que, en sus distintos grados y jerarquías, 
integran al Instituto Armado. Lo mismo 
ocurre con la Armada de México, que tiene 
su moral y su doctrina perfectamente deli-
mitadas y establecidas.

Para cumplir con la misión que tienen 
como corporaciones, las Fuerzas de Segu-
ridad Pública y Protección Civil entendi-
das como no dependientes de las fuerzas 
armadas sino de los gobiernos civiles en 
México, también necesitan tener una esca-
la axiológica y un sentido de organización 
de los cuales, desde siempre, han carecido. 
De inicio, no saben cuáles son sus misiones, 
y desde ahí falta una visión de planeación 
estratégica y de sustento deontológico.

Para erradicar la corrupción y combatir 
las prácticas dañinas al interior de las refe-
ridas fuerzas, se necesita –urge, de hecho– 
que éstas tengan una doctrina unificada 
desde el nivel nacional, aunque con la liber-
tad y flexibilidad que la Constitución conce-
de para cada entidad federativa, pues la vi-
sión y misión a veces cambiará en cada caso 
local. No podría hablarse de crear un fuero 
especial similar al Fuero de Guerra pero para 
las policías, cuerpos de bomberos, etc., ya 
que están bajo el mando civil en México y 
ello contravendría lo dispuesto por la Cons-
titución, pero sí se necesita una sola cosa: el 
acendrado (5) sentido del deber.
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En el Instituto Armado, hasta la mínima 
falta tiene una sanción, y cuando un militar 
la comete, se le aplica la que le correspon-
da. Allá no hay lugar a los soplones o los 
delatores, pero su moral es alta y se les cas-
tiga como es debido, por lo que también la 
investigación criminal es muy especializa-
da. Con celo pero sin inquisición, con fuer-
za pero sin rudeza innecesaria, con mano 
dura pero no inhumana, se cumple la ley 
militar. Ello ha permitido llevar a prisión a 
muchos mandos que se dejaron seducir 
por el lado oscuro del poder. Pero sobre 
todo, se necesita dar certidumbre en to-
dos los sentidos al elemento de seguridad 
pública y protección civil.

4. Comentarios finales
Un soldado sin ideología, sin principios y 
valores patrios, sin mayor interés que el 
combate y su paga, no es un soldado sino 
un mercenario. Un policía en las mismas 
condiciones quizá es peor, pues es el en-
cargado directo de proteger al pueblo, y 
si se vende al mejor postor no sólo no lo 
protege sino que lo perjudica (pues gene-
ralmente quien compra sus lealtades es 
el criminal). De ahí la necesidad de dar 
certidumbre laboral, formación profe-
sional, sustento jurídico y formación 
ideológica a los elementos de las fuer-
zas de seguridad pública de México. Y 
ello será, apenas, la solución a una de 
las aristas del problema.

Los políticos y los poderosos en este 
país piensan que nunca sufrirán las con-
secuencias de su inacción y su omisión. 
Claro, eso creen hasta que la delincuen-
cia les alcanza y les inflige daños irrepa-
rables. En algo tenía razón el Presidente 
Felipe Calderón: o nos unimos en la lucha 
contra el crimen, o perderemos a México. 

Aunque, al parecer, toda la humanidad 
sufre del mismo mal debido a la insegu-
ridad global que provocan el terrorismo y 
la delincuencia organizada.

La muerte y el crimen son democráti-
cos. A ellos no les interesa si somos po-
bres o ricos, si somos fuertes o débiles, si 
usamos armas o no, porque las de ellos 
son mejores. Desgraciadamente, sus re-
cursos y procedimientos suelen ser más 
efectivos que los de las corporaciones 
oficiales. Seguridad y justicia en México, 
¿ahora sí, o como siempre?

(1)	 �“Nadie puede ser juzgado por leyes privativas ni por 
tribunales especiales. Ninguna persona o corpora-
ción puede tener fuero, ni gozar más emolumen-
tos que los que sean compensación de servicios 
públicos y estén fijados por la ley. Subsiste el fuero 
de guerra para los delitos y faltas contra la discipli-
na militar; pero los tribunales militares, en ningún 
caso y por ningún motivo, podrán extender su 
jurisdicción sobre personas que no pertenezcan al 
ejército. Cuando en un delito o falta del orden mili-
tar estuviese complicado un paisano, conocerá del 
caso la autoridad civil que corresponda”.

(2)	� Los Estados Unidos Mexicanos son una Repúbli-
ca Federal formada por 31 Estados y 1 Distrito 
Federal (la capital: Ciudad de Mexico, D.F.).

(3)	� Autorización judicial.

(4)	� Fiscalía General

(5)	� Dicho de una cualidad, de una conducta, etc.: 
Puras y sin mancha ni defecto (www.rae.es).
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